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I. Introducción. Los avances metodológicos de la normativa propuesta

El Código de Vélez contiene un régimen escaso del contrato de obra, inserto en el Libro II, Sección Tercera, Título VI, Capítulo VIII denominado “De la locación de servicios”. Este encuadre ha supuesto tratar al contrato de obra -siguiendo a la tradición histórica- como una variante de la locación
, lo cual no se adecua a la realidad negocial contemporánea y oscurece las fronteras que lo separan de otras figuras contractuales.   
 
Aunque la reforma introducida al Código Civil en el año 1968, por intermedio de la Ley 17.711, significó un importante avance para resolver problemas particulares de la figura, al modificar algunas normas y agregar otras nuevas mediante la técnica de la novelación, la regulación sigue siendo insuficiente para dar respuesta a las variadas cuestiones que se presentan en el actual contexto de expansión tecnológica y de auge de la construcción, como probablemente no se pueda reconocer en otro tiempo histórico. 
Por tanto, constituye un acierto que el Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012
, siguiendo las líneas del Proyecto de Código Civil de 1998
, proponga dedicar el Capítulo 5° del Título IV del Libro Tercero, para tratar el fenómeno de la “Obra y servicios”, en tres secciones referidas a “Disposiciones comunes a las obras y a los servicios” (Sección 1°); “Disposiciones especiales para las obras” (Sección 2°), y “Normas especiales para los servicios” (Sección 3°), sucesivamente. Se busca también, que las reglas proyectadas dialoguen con la ley 11.723 –que se mantiene subsistente- en lo concerniente a las obras intelectuales, y con la de defensa del consumidor (Ley 24.240), en la medida que se configuren los presupuestos de la relación de consumo, definida en el artículo 1092 y concordantes del Proyecto de Código que aquí consideramos
. 
Inicialmente, y en lo metodológico, se verifica un importante progreso  sobre el derecho vigente, en tanto el Proyecto persigue: 1) Sustraer al contrato de obra de la lógica de las locaciones; 2) Marcar criterios para la diferenciación entre el contrato de obra y el de servicios, sin negar los puntos en común que presentan, los cuales se expresan en las disposiciones generales aplicables a ambas especies; 3)  Mantener subsistentes, y en lo pertinente, las normas especiales antes referidas.  Por lo demás, y en lo sustancial, el Proyecto resuelve conflictos hermenéuticos que actualmente generan tensiones en el ámbito judicial e introduce soluciones novedosas. 
En este estudio, sólo nos proponemos efectuar una primera aproximación a las normas proyectadas, en especial en lo relativo a los elementos tipificantes del contrato de obra –que permiten diferenciarlo de otros contratos-; a los sistemas de contratación de la obra; y al régimen de los vicios y de la ruina.
II. Elementos tipificantes del contrato de obra. Diferencias con otras figuras

La “teoría del contrato” reconoce junto a los elementos esenciales generales, otros propios de cada figura contractual, que permiten diferenciarlos entre sí
. Habitualmente los elementos esenciales particulares o tipificantes resultan de la definición legal relativa al contrato respectivo. 
En estos temas, el Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012, mejora el concepto vigente, que emerge del art. 1492 de Código de Vélez. Para su reemplazo, el proyectado artículo 1251, ubicado en la Sección 1° antes referida, establece que “Hay contrato de obra o de servicios cuando una persona, según el caso el contratista o el prestador de servicios, actuando independientemente, se obliga a favor de otra, llamada comitente, a realizar una obra material o intelectual o a proveer un servicio mediante una retribución. El contrato es gratuito si las partes así lo pactan o cuando por las circunstancias del caso puede presumirse la intención de beneficiar”. Agrega luego el artículo 1252 que “Si hay duda sobre la calificación del contrato, se entiende que hay contrato de servicios cuando la obligación de hacer consiste en realizar cierta actividad independiente de su eficacia. Se considera que el contrato es de obra cuando se promete un resultado eficaz, reproducible o susceptible de entrega. Los servicios prestados en relación de dependencia se rigen por las normas del derecho laboral. Las disposiciones de este Capítulo se integran con las reglas específicas que resulten aplicables a servicios u obras especialmente regulados”.

En base a dichas normas pensamos que se ratifican –aunque con mayor precisión técnica- los elementos tipificantes que hoy se predican del contrato que aquí analizamos, a saber: 1) La ejecución independiente o autónoma de una obra, sea esta material o intelectual; y, 2) El pago de una retribución
.  Asimismo, los textos proyectados superan las disposiciones vigentes, en tanto explicitan criterios legales a fin de diferenciar al contrato de obra de otras figuras próximas, en particular, los contratos de servicios y de trabajo. 

En relación al contrato de servicios, se propone como pauta diferenciadora el hecho que, la actividad prometida, deba expresarse en un resultado, que pueda reproducirse o ser susceptible de entrega (ver parte final del primer párrafo del artículo 1252)
. La reproducción es una situación muy característica de las obras intelectuales; por su parte, la entrega es una nota propia de las obras materiales. El resultado califica la actividad del contratista, de modo tal que ella no se agota en sí misma sino que debe expresarse en el “opus” convenido.  Se sigue aquí la postura mayoritaria de nuestra doctrina
 y jurisprudencia
. 


Respecto del contrato de trabajo, se enfatiza que la obra sólo puede considerarse como tal, en la medida que el contratista actúe con independencia o autonomía. Para tal calificación se juzga relevante la ley de contrato de trabajo, y concordantes
. De este modo, el Proyecto que abordamos intenta impedir que la subsunción en el contrato de obra persiga burlar los efectos del orden público estatutario que protege a los trabajadores
.   
III. La regulación de los sistemas de contratación de  obra


Acerca de los sistemas de contratación de obra, en el derecho vigente se ha sostenido que “…puede celebrarse según modalidades, tales como aquella por ajuste alzado o precio global o aquella por unidad de medida, también llamada ‘por pieza’ o ‘ad mensuram’, respecto de las cuales hay escasa reglamentación en el Código Civil. Estas y otras modalidades, como el sistema por coste y costas, tomado de las costumbres del mercado, han sido reguladas en la Ley de Obras Públicas de la Nación (ley 13.064) y luego elaboradas por la doctrina iusprivatista”
. De lo dicho resulta que la regulación actual sobre esta materia, es incompleta, lo que obliga a las partes a efectuar una precisa reglamentación al tiempo de la celebración del contrato, a fin de sortear conflictos hermenéuticos o incurrir en lagunas -necesitadas de posteriores integraciones-. 
En este contexto, la postura del Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012, en cuanto da un marco general a estas modalidades, resulta particularmente valorable en miras  de la seguridad del tráfico. En especial se pondera la redacción del artículo 1262, que establece “La obra puede ser contratada por ajuste alzado, también denominado “retribución global”, por unidad de medida, por coste y costas o por cualquier otro sistema convenido por las partes. La contratación puede hacerse con o sin provisión de materiales por el comitente. Si se trata de inmuebles, la obra puede realizarse en terreno del comitente o de un tercero. Si nada se convino ni surge de los usos, se presume, excepto prueba en contrario, que la obra fue contratada por ajuste alzado y que es el contratista quien provee los materiales”. 
De su contenido pueden inferirse varias conclusiones, a saber: 1) Se afirma el principio de autonomía de la voluntad, en cuanto se enfatiza que las partes cuentan con una amplia libertad para elegir el sistema contractual que mejor satisfaga a sus intereses
, incluso para combinarlos, en tanto ello resulte factible
; 2) Se enuncian los sistemas contractuales más usuales, y se fija una regla hermenéutica especial, que presume que, ante el silencio de las partes, la modalidad que habrá de alcanzarlos es el ajuste alzado, con aportes de los materiales a cargo del contratista. El criterio consagrado parece partir de la premisa que ésta es la modalidad contractual más sencilla para encarar una obra, principalmente desde la perspectiva del dueño o comitente, en cuanto no sólo limita su responsabilidad a un precio global y fijo, sino que además evita las preocupaciones y trabajos de elegir los productos que se emplearán en la obra. Así, se entiende implícito que si el contratista o profesional hubiera querido lo contrario, no hubiese consentido en celebrar un contrato sin definir el alcance de sus obligaciones. Habida cuenta que, para que proceda la presunción legal que consagra el Proyecto, es necesario que no se haya convenido nada al respecto, el precio deberá ser fijado judicialmente, y abonado al momento de la conclusión de la obra. En este sentido recordamos que el artículo 1255 del citado cuerpo normativo propone que “El precio se determina por el contrato, la ley, los usos o, en su defecto, por decisión judicial”.     

Con el mismo propósito de consagrar reglas interpretativas razonables y suficientes para comprender el verdadero sentido y alcance del contrato de obra, consideramos acertado que el Proyecto procure mejorar al vigente artículo 1639, definiendo ahora de un modo más preciso las variantes del sistema de obra por pieza o medida y su incidencia sobre la extinción del contrato. Al respecto, el proyectado artículo 1266, afirma que “Si la obra fue pactada por pieza o medida sin designación del número de piezas o de la medida total, el contrato puede ser extinguido por cualquiera de los contratantes concluidas que sean las partes designadas como límite mínimo, debiéndose las prestaciones correspondientes a la parte concluida. Si se ha designado el número de piezas o la medida total, el contratista está obligado a entregar la obra concluida y el comitente a pagar la retribución que resulte del total de las unidades pactadas”. 

Finalmente, resaltamos la solución que el cuerpo proyectado da al tema de las variaciones del proyecto convenido, en donde a pesar de preservarse la sustancia  del artículo 1633 bis del Código Civil,  ello ocurre a través de una fórmula general y más lograda -artículo 1264 proyectado- que principia por afirmar enfáticamente que  “Cualquiera sea el sistema de contratación, el contratista no puede variar el proyecto ya aceptado sin autorización escrita del comitente”. Sólo cuando las modificaciones fueran necesarias para ejecutar la obra conforme a las reglas del arte y no hubiesen podido ser previstas al momento de la contratación se ratifica el derecho del comitente a ser informado; a ello se propone explicitar ahora, el derecho de extinción cuando las variaciones implican un aumento superior a la quinta parte del precio pactado
, facultad que deberá ser ejercida comunicando su decisión al contratista dentro del plazo de diez días de haber conocido la necesidad de la modificación y su costo estimado. Esta circunstanci1a hace pensar que este mecanismo sigue actuando en el marco de los contratos celebrados por el sistema de ajuste alzado absoluto
, aunque en una correcta hermenéutica de las normas proyectadas, cabría extenderlo a otras modalidades en las cuales también existe un precio acordado antes de la necesaria variación, tal como ocurre con el caso en el cual se hubiera designado el número de piezas o la medida total –unidad de medida propiamente dicho- 
. 
IV. Los efectos de la recepción y aceptación de la obra en el régimen proyectado

La reforma del 68’ buscó sin éxito resolver los diversos problemas que se presentan a consecuencia de la entrega de la obra, en especial en orden a las responsabilidades o liberaciones del contratista o empresario. Si bien el artículo 1647 bis intentó estructurar el régimen a partir del supuesto de la recepción, no lo hizo diferenciando las distintas especies que ella presenta, ni supo trazar debido distinto entre éstas y la aceptación de la obra; si a ello se suma la defectuosa e insuficiente regulación y articulación de los plazos de caducidad y prescripción
, puede comprenderse el motivo por el cual –y a pesar de los esfuerzos de la doctrina- los operadores del sistema jurídico intentan con frecuencia eludir los efectos de la citada norma.
Por ello, nos parece un gran acierto que los textos que aquí comentamos persigan esclarecer los nociones centrales que resultan indispensables para determinar en concreto las liberaciones y responsabilidades de los sujetos implicados
. Así, el Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012: 1) Reconoce el derecho del comitente a verificar la obra, a fin de determinar el estado de avance, la calidad de los materiales utilizados y los trabajos efectuados (Art. 1269); 2) Tipifica y determina los efectos de la recepción provisoria (Art. 1272, primer párrafo), la que entiende configurada cuando se conviene o es de uso admitir un plazo de garantía para que el dueño verifique la obra o compruebe su funcionamiento. En tal caso, la  recepción no hace presumir la aceptación, por lo cual cabe entender que el empresario no se libera de ninguna responsabilidad. Este criterio es defendido por nuestros autores en el derecho vigente
; 3) Precisa que cuando la entrega no se concrete a través de una recepción provisoria –esto es cuando resulta definitiva-, la conducta receptiva del comitente sin reservas importará aceptación (Art. 1270), y consecuentemente hará presumir la inexistencia de vicios aparentes y la calidad adecuada de la cosa, como contrapartida del derecho de inspección antes citado. Se busca revalorizar a la aceptación, que no siempre podrá inferirse de la recepción.   
De este modo, el Proyecto brinda un marco conceptual –e implícitamente procedimental- para entender las conductas de las partes a fin de atribuir liberaciones y responsabilidades, toda vez que, para resguardar sus derechos, los contratantes de una obra deberán atender a las consecuencias legales que habrán de inferirse de sus comportamientos, en ausencia de normas convencionales expresas.  

V. La regulación propuesta para los vicios ocultos

Es importante además, reseñar las sensibles mejoras que se observan en orden a la regulación de los vicios que generan responsabilidad en el contrato de obra, que siguen de modo directo las tendencias mayoritarias expresadas en nuestra doctrina y jurisprudencia. En este aspecto el Proyecto distingue los defectos no ostensibles al momento de la recepción definitiva (Art, 1272) -a los que juzga con la extensión de la garantía por vicios ocultos que regula para todos los contratos onerosos a partir del art. 1051 y ss.-, de aquellos otros que afectan la solidez de la obra o la  hacen impropia para su destino, los que quedan comprendidos en un mismo régimen, asimilados a lo que en la actualidad denominamos ruina sobrevenida a la recepción definitiva en obras destinadas a larga duración. 
Por tanto, el régimen proyectado sobre los defectos ocultos o no ostensibles, queda previsto como solución general que atrapa a cualquier defecto que tenga la obra, no siendo necesario que el mismo sea grave, ni que haga a la cosa impropia para su destino
. 
Frente a tales vicios, las normas a las que se remite en ocasión del contrato de obra, exigen al adquirente “…la carga de denunciar expresamente la existencia del defecto oculto al garante dentro de los sesenta (60) días de haberse manifestado. Si el defecto se manifiesta gradualmente, el plazo se cuenta desde que el adquirente pudo advertirlo. El incumplimiento de esta carga extingue la responsabilidad por defectos ocultos, excepto que el enajenante haya conocido o debido conocer, la existencia de los defectos” (Art. 1054). Del mismo modo, se determina que “La responsabilidad por defectos ocultos caduca: a) si la cosa es inmueble, cuando transcurren tres (3) años desde que la recibió; b) si la cosa es mueble, cuando transcurren seis (6) meses desde que la recibió o puso en funcionamiento. Estos plazos pueden ser aumentados convencionalmente. La prescripción de la acción está sujeta a lo dispuesto en el Libro Sexto” (Art. 1055).  Su simple lectura, da cuenta de un cuidado plan que no solo fija el ámbito concreto de aplicación, sino que también ordena las responsabilidades del contratista a partir de una adecuada y articulada gama de plazos de garantía, caducidad y prescripción. El Proyecto se hace cargo de este modo, de las principales críticas que ha merecido el vigente artículo 1647
. 
VI. La reforma proyectada al régimen de la ruina sobrevenida. Apertura a los defectos constructivos que tornan impropia para su destino a la obra destinada a larga duración 
Para analizar debidamente las normas proyectadas en materia de ruina en obras destinadas a larga duración, resulta imprescindible explicar brevemente la evolución operada en nuestro derecho, tanto el legislado cuanto el emergente de su interpretación judicial.

En tal sentido, comenzamos recordando que el defectuoso artículo 1646 del Código de Vélez –en gran medida afectado por la falta de determinación de su ámbito de aplicación y de plazos de garantía y prescripción- fue superado a través de la reforma de la ley 17.711, que lo perfiló como una norma especial, integrada al régimen general diseñado por el reformador para los casos de defectos ocultos. Sin embargo, la ausencia en el artículo 1647 bis de un plazo de garantía ha generado paulatinamente la necesidad de comprender dentro de la noción de ruina  a aquellos supuestos de defectos graves que producen una ineptitud funcional, a fin de encontrar en él un plazo de cobertura
. 
En un valioso precedente sobre el tema –que ya tiene más de tres décadas- se recordaba que “La diferencia entre la ruina total o parcial del artículo 1646 y los vicios aparentes u ocultos contemplados en el artículo 1647 bis, no radica en el resultado actual de los defectos, sino en su potencialidad, presente o futura, de tornar inepta la obra de un modo absoluto”
. En el mismo sentido se ha dicho que “La distinción entre vicios y ruina consiste en que los primeros son falencias o defectos de la cosa y los segundos requieren la potencialidad dañosa de provocar la destrucción total o parcial o hacer la obra inútil para su destino, condición ‘sine qua non’ para aplicar el artículo 1646”
. De igual manera más recientemente se sostuvo que “Existen vicios ocultos calificables como ruina cuando las fallas no comprometen la estabilidad del edificio, ya que no es necesaria la caída actual o inminente de la obra para que la ruina se configure, siendo suficiente con que los deterioros impidan el aprovechamiento, debiendo analizarse la prueba producida para determinar si los vicios tienen la gravedad necesaria para atribuirles carácter de ruina”
. 
Estas interpretaciones judiciales son concordantes con la opinión de buena parte de la doctrina especializada
, que reconoce que la orientación jurisprudencial antes referida, plantea un enfoque novedoso al asimilar el supuesto de la ruina a la aparición de vicios ocultos de cierta significación
. El propósito no es otro que buscar una armoniosa integración entre los artículos 1646 y 1647 bis, a fin de resolver los graves problemas derivados de la falta de plazos de garantía y caducidad para los defectos ocultos contemplados en la norma citada en primer término
. 

Las perspectivas reseñadas constituyen la mejor explicación de las soluciones contenidas en el Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012, que en la dirección citada, suponen modernizar buena parte de las normas innovadoras que en su época consagró la ley 17.711
. En concreto, se destaca que el mismo proponga que “El constructor de una obra realizada en inmueble destinada por su naturaleza a tener larga duración responde al comitente y al adquirente de la obra por los daños que comprometen su solidez y por los que la hacen impropia para su destino…” (Art. 1273)
. Se propone distinguir claramente el régimen de la ruina y de los defectos constructivos que afecten la solidez de la obra o la tornen impropia para su destino (Art. 1273), de los restantes defectos ocultos, respecto de lo cuales no resulta necesario que sean graves, ni que hagan a la cosa inepta para cumplir los fines previstos (Art. 1272), clausurando definitivamente el debate aún existente.    

VII. Legitimación activa y pasiva e invalidez de las cláusulas de exclusión o limitación de la responsabilidad por ruina 

Aunque hemos afirmado precedentemente las bondades del artículo 1646 emergente de la reforma de la Ley 17.711, ello no supone desconocer la existencia de aspectos concretos que han dado lugar a discusiones en orden a cuestiones relevantes de esta responsabilidad. En tal sentido, se ubican los problemas de legitimación activa y pasiva y los alcances de la prohibición de pactar limitaciones o dispensas a la obligación de resarcir. 


Sobre los sujetos facultados para invocar la acción por ruina, sabemos que la norma vigente guarda silencio. A fin de integrar la laguna, nuestra doctrina -partiendo de la naturaleza contractual de la acción- considera que la misma procede a favor del comitente, sus sucesores universales, e incluso, los sucesores singulares, dado que si bien a estos últimos, en principio, no se le extienden los efectos del negocio celebrado por su antecesor, excepcionalmente ello es posible “…cuando se relacionan con la cosa misma objeto mediato del contrato”
. Este criterio, que también  ha sido seguido por nuestra jurisprudencia
, es el que se consagra en el proyectado artículo 1273, que expresamente admite la responsabilidad frente “…al comitente y al adquirente de la obra”.     

Mayores debates ha generado la cuestión de la legitimación pasiva, no tanto por el carácter de la obligación –que se juzga indistinta o concurrente- sino acerca de los alcances de la norma. Ampliamente se afirma que la nómina  contenida en el artículo 1646 del Código Civil –que comprende al director y al proyectista- es ejemplificativa
, aunque no existe acuerdo sobre los sujetos a quienes en concreto puede extenderse además la responsabilidad. En general, se entiende procedente la acción contra el subcontratista
. Del mismo modo, y según las circunstancias, se ha aceptado la responsabilidad del promotor, esto es, quien “…por su cuenta y en su beneficio, encarga la realización de la obra a un tercero para vender posteriormente sus pisos y locales”
. En cambio, suscita dudas el caso del profesional o empresario que sólo aparece ligado al dueño mediante un contrato de mandato –propio de los sistemas de administración-
. Algo similar ocurre con la figura del financista.  
Frente a esos consensos y cuestiones debatidas, resulta auspicioso que el art. 1274 del Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012 haya proyectado un texto suficientemente amplio y abarcativo de las diferentes situaciones. En él se dice que “La responsabilidad prevista en el artículo 1273 se extiende concurrentemente: a) a toda persona que vende una obra que ella ha construido o ha hecho construir si hace de esa actividad su profesión habitual; b) a toda persona que, aunque actuando en calidad de mandatario del dueño de la obra, cumple una misión semejante a la de un contratista; c) según la causa del daño, al subcontratista, al proyectista, al director de la obra y a cualquier otro profesional ligado al comitente por un contrato de obra de construcción referido a la obra dañada o a cualquiera de sus partes”. Aunque nada se dice sobre el financista, creemos que la eventual responsabilidad deberá ser juzgada a la luz de las reglas de la conexidad que de modo muy cuidado establece el Proyecto que tratamos (Ver arts. 1073 y ss). 

Finalmente, la reformulación del ámbito de aplicación de esta responsabilidad ha llevado a que el artículo 1276 del Proyecto proponga que “Toda cláusula que dispensa o limita la responsabilidad prevista para los daños que comprometen la solidez de una obra realizada en inmueble destinada a larga duración o que la hacen impropia para su destino, se tiene por no escrita”, ajustando así el alcance del orden público general comprometido.  
VIII. Reflexión final 


Conforme hemos tratado de demostrar en este estudio, las normas proyectadas para el contrato de obra exhiben un elevado consenso, en cuanto expresan adecuadamente los señalamientos y aportes de la doctrina –individual y colectiva-, de la jurisprudencia, y de los Proyectos anteriores, en especial el de 1998.  Ello no nos sorprende, puesto que ese es el sentido y la inspiración que ha guiado a la Comisión de Reformas. 
� SPOTA, Alberto G., Instituciones de Derecho Civil – Contratos, Depalma, Buenos Aires, 1980, T. V, pág. 281. Hay quienes más específicamente lo ubican como un subtipo de la locación de actividad: LÓPEZ DE ZAVALÍA, Fernando, Teoría de los contratos, Zavalía, Buenos Aires, 1993, T. 4 – Parte Especial (3), pág. 71 y ss.


� Código Civil y Comercial de la Nación, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2012. 


� La relación entre ambos proyectos ha sido puesta de manifiesto en los fundamentos del Anteproyecto de Código Civil y Comercial de la Nación, antecedente directo de los textos que comentamos. Al respecto, ver obra citada en nota anterior, pág. 629. 


Aunque la metodología seguida es coherente con el Proyecto de 1998, no puede negarse que en diferentes cuestiones especiales, las soluciones coinciden con las de otros Proyectos anteriores, en especial el Proyecto de la Comisión designada por decreto 468/92, editado como Reformas al Código Civil, Astrea, Buenos Aires, 1993 (Arts. 1152 y ss).    


� NICOLAU, Noemí l – HERNÁNDEZ, Carlos A., “Breve análisis acerca de la relación de consumo y sus fuentes y de algunas normas que incorpora en esta materia el Proyecto de Código civil y comercial de 2012”, en obra colectiva Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012, en prensa editorial Abeledo-Perrot y La Ley.


� NICOLAU, Noemí L en Fundamentos de Derecho Contractual, La Ley, Buenos Aires, 2009, T. I, pág. 49.  


� Nos parece que la gratuidad prevista en el artículo 1251 ha sido pensada para el contrato de servicios, dado que la obra va acompañada de un conjunto de normas gravosas en materia de traslación de riesgos y responsabilidades, que difícilmente pueden justificarse en el ámbito de una liberalidad. 


� Código Civil y Comercial de la Nación, op. cit., pág. 631. Para un desarrollo más extenso de estos criterios puede verse a Ricardo L. LORENZETTI en Contratos de servicios a los consumidores, obra colectiva de coautoría de LORENZETTI, Ricardo L. – LIMA MARQUEZ, Claudia, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2005, pág. 126 y ss 


� Una reseña de los diferentes criterios doctrinarios puede encontrarse en el valioso aporte de Alberto G. SPOTA, La locación de obra y la locación de servicios, L.L., t. 26, pág. 38. Más recientemente, y pronunciándose por la postura prevaleciente se ha dicho que “En la locación de obra el locador (empresario, constructor, contratista), de manera no subordinada, se compromete a la consecución de un opus; esto es, arribar al resultado pactado aportando o no los materiales necesarios, asumiendo diversos riesgos técnicos y económicos”, Graciela LOVECE, “La responsabilidad de los profesionales de la construcción en los proyectos de reforma del Código Civil” en Responsabilidad de los profesionales de la construcción, Revista de Derecho de Daños, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2004, pág. 495.


� En ésta, recurriéndose al mismo criterio que hoy propone el Proyecto de Código Civil y Comercial de 2012, se ha dicho que “El hecho de que el programa radial sea una creación propia de las actoras, con cierta esfera de autonomía en cuanto a la elección de medios o recursos para lograr su prestación, y teniendo en cuenta que la expectativa del comitente al contratar a las mismas fue la radiodifusión de la obra que aquéllas prestaban en su emisora --objeto de la obligación--, lleva a concluir que el fin querido por éste fue la producción de la obra y no la mera realización de un trabajo o servicios, razón por la cual se está ante un contrato de locación de obra”, en “Baxter, Diana A. y otros c/ D. G. Medios y Comunicaciones S.R.L.”, Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, Sala F, 29/12/1997, L.L. t. 1998-C, 750.  En el mismo precedente se dijo que “…en la locación de servicios el trabajo o servicio es remunerado independientemente del resultado que se obtenga, pues dicho contrato tiene como objeto el trabajo en sí, sea éste material o inmaterial. La locación de obra, en cambio, puede tener por objeto una obra material o intelectual, es decir, se promete un resultado material o inmaterial. Tal obligación de resultado y no de medios constituye el "alma" del contrato de obra, sin perjuicio de que el elemento fuerza de trabajo, propia o ajena, intervenga también en forma tan esencial que sea necesario investigar la voluntad de las partes para decidir el tipo de locación de que se trata”. 


� Código Civil y Comercial de la Nación, op. cit., pág. 630.


� En este aspecto también se sigue a la doctrina y jurisprudencia. En tal sentido, se afirmó que “Corresponde considerar que la relación que unió a la actora con la Municipalidad demandada es un contrato de trabajo y no un contrato de locación de obra, si de la prueba examinada se puede advertir que el Estado municipal se valió de la figura de este último tipo de contrato para precarizar su vínculo con la accionante, infringiendo normas propias de la Administración y las del Derecho Común al usar una figura contractual alterando sus propiedades tipificantes, pues si bien la Municipalidad tiene facultad para la contratación de personal bajo sus distintas modalidades, ello no involucra arbitrariedad para encuadrar relaciones de dependencia bajo figuras que liberan de responsabilidad a la administración, lesionando los derechos de los trabajadores”, en “Romero, Claudia Nancy c/ Municipalidad de Córdoba”, Cámara del Trabajo de Córdoba, Sala 2, 10/09/2009, LLC 2009 (diciembre) , 1238. En sentido concordante, puede verse, entre otros precedentes anteriores a “Kiner, Víctor Guillermo c/ Nuevo Gloria S.R.L. y otro”, Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, sala A, 05/09/2007, La Ley Online, AR/JUR/5556/2007. 


� NICOLAU, Noemí L. en BUERES – HIGHTON, Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, Hammurabi, Buenos Aires, 2002, t. 4ª, pág. 579.


�  Sobre este aspecto dice con acierto LORENZETTI  que “Muchos autores se entretienen dando consejos sobre cuál es el mejor sistema, lo cual es una tarea vana, toda vez que cada obra, cada propietario y cada empresario tienen una singularidad que impiden inclinarse por una modalidad”, en Tratado de los contratos. Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2007, T. II, pág. 694.


�  En el derecho vigente esta postura es sostenida entre otros por BORDA, Guillermo, Tratado de Derecho Civil. Contratos, La Ley, Buenos Aires, 2008, T. II, 9°, edición actualizada por Alejandro BORDA,  pág. 68. 


� La norma encuentra su antecedente en el Código italiano (Art. 1660). En el derecho vigente, algún sector de nuestra doctrina proponía la misma solución, con sustento en diferentes argumentos. Una reseña de la cuestión puede verse en  NICOLAU, Noemí L. en BUERES – HIGHTON, Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, op. cit.,  pág. 601, nota 19. 


� Idem  pág. 597. Asimismo SOZZO, Gonzalo, Código Civil de la República Argentina Explicado, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2011, pág. 83.  


� Ya en el derecho vigente esta es la solución que preconiza con buen criterio LÓPEZ DE ZAVALÍA, Teoría de los contratos, op.cit., pág. 307. 


� HERNÁNDEZ, Carlos A., “El plazo de caducidad del artículo 1646 del Código Civil. Alcances y antecedentes históricos”, Revista de Daños N° 2004-2 Responsabilidad de los profesionales de la construcción, op. cit., pág. 353 y ss.


�  Sobre el particular, existen valiosos antecedentes en el Derecho Comparado ANDRADA, Alejandro A., “Incidencia de la entrega de la obra en temas de responsabilidad. Los vicios aparentes. Diferencias contractuales no advertibles”, Revista de Daños N° 2004-2  Responsabilidad de los profesionales de la construcción, op. cit., pág. 300 y ss. 


� En tal sentido puede verse a  NICOLAU, Noemí L. en BUERES – HIGHTON, Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, op. cit.,  pág. 661. 


�  Se consolida así una interpretación mayoritaria de nuestra doctrina sobre el vigente artículo 1647 bis. En este sentido ha dicho Eduardo MÉNDEZ SIERRA que el vicio o defecto a que alude el art. 1647 bis no puede identificarse con el concepto de vicio redhibitorio regulado en el art. 2164 del Código Civil y que“...sostener lo contrario conduciría a confundir los campos de aplicación de los arts. 1646 y 1647 bis en lo que a edificios y obras de larga duración en inmuebles se refiere...”, en “Extensión temporal de la responsabilidad por vicios ocultos en el contrato de obra”, Responsabilidad civil de la empresa (Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales del Rosario de la Pontificia Universidad Católica Argentina, Editorial Jurídica Panamericana S.R.L., Santa Fe, 1996, pág. 281.  Del mismo modo ver  ANDRADA, Alejandro A., “Incidencia de la entrega de la obra en temas de responsabilidad. Los vicios aparentes. Diferencias contractuales no advertibles”, op. cit., pág. 309 y HERNÁNDEZ, Carlos A., “El plazo de caducidad del artículo 1646 del Código Civil. Alcances y antecedentes históricos”, op. cit., pág. 374. 


� Con agudeza señala Aída KEMELMAJER DE CARLUCCI que “A diferencia del artículo 1646, el 1647 bis no fija un término dentro del cual los vicios deben aparecer; tampoco resuelve en qué plazo la demanda debe ser interpuesta. O sea, no fija plazo de garantía ni de prescripción; sólo determina un plazo para denunciar. La regulación es defectuosa y todas las soluciones propuestas para suplir las dos omisiones señaladas ofrecen flancos para la crítica”,  “Responsabilidad de los profesionales de la construcción, especialmente por ruina en obras destinadas a larga duración”, en Revista de Daños N° 2004-2 Responsabilidad de los profesionales de la construcción,  op. cit., pág. 76.  En sentido concordante NICOLAU, Noemí L. en BUERES – HIGHTON, Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, op. cit.,  pág. 664. 


�  SOZZO, G., “Sistema de reparación de daños en materia contractual y reglas del contrato de locación de obra (Especial referencia a la ruina de la obra)”, en Revista de Derecho Privado y Comunitario, Rubinzal-Culzoni, Santa Fe, 2003, Nº 2003-2, pág. 443.


� “Rimoldi S.A. c/ Rosamater S.A”, CNCiv., Sala F, 25/11/77, L.L. t. 1978-B, pág. 518. La sentencia agregaba también que “No se trata, es cierto, de una diferencia meramente cuantitativa o del grado de la calidad de la obra, pero sí de un distinto tratamiento de la responsabilidad del constructor de corte finalista (cuando la mala ejecución llega a la ruina o a la imposibilidad de aprovechamiento, no se obtiene el resultado esperado y debido) en el que para deslindar los distintos regímenes (art. 1646 y 1647 bis) no resulta ajena la mayor o menor proporción de defectos”.


�  GREGORINI CLUSELLAS, Eduardo, Locación de obra sobre cosas muebles. Responsabilidad y prescripción aplicable, en L.L. t. 1997-F, pág. 237.


� “Consorcio de Copropietarios Avda. Libertador Gral. San Martín 4496/98 c/ Edificadora Libertador”, CNCiv., Sala F, 29/04/91, L.L. t. 1992-B, pág. 25. En sentido concordante ver “Proyectos especiales Mar del Plata Sociedad del Estado c/ Seminara S.A.”, SCBuenos Aires, 07/07/98, L.L. Buenos Aires, t. 1998, pág. 1357, donde se afirmó que “Para que exista ruina no es necesario que las fallas comprometan la estabilidad o solidez del edificio, pues basta que las deficiencias impidan el normal uso y goce de la cosa, desnaturalicen el fin de la obra o impidan su aprovechamiento adecuado.”. Igualmente “Barone, Felipe c/ Clasca, Ricardo”, CNCiv., Sala H, 19/12/96, L.L. t. 1997-C, pág. 250, y más recientemente, entre muchos otros, “Cardone, Ricardo Luis c/ Emilia Romagna S.R.L. y Otro”, Cámara 1a de Apelaciones en lo Civil y Comercial de San Nicolás, 26/05/2009. 


� LORENZETTI, Ricardo L. Tratado de los contratos. op. cit., pág. 742. 


� SALERNO, Urbano, La ruina de la obra no es un juego de palabras, L.L. t. 1992-B, pág. 28. 


�  Por lo demás, esta postura comenzó a perfilarse con cierta fuerza después de la reforma del 68’; tal el criterio de quienes consideraban configurada la ruina cuando los daños alcanzaban una acentuada importancia, aún cuando no comprometieran la solidez o estabilidad del edificio.  Así, PASCUAL, Adolfo L., “El contrato de locación de obra en la ley 17.711”, en Examen y crítica de la reforma del Código Civil, Editora Platense, La Plata, 1974, T. 3 (Contratos-Reales), pág. 242 y ss.


� Este cambio lo reclamamos en el trabajo de nuestra autoría citado en la nota 18. 


� A mayor abundamiento destacamos que la reforma se inscribe en el proceso vivido durante buena parte del siglo XX en orden al perfeccionamiento de los modelos sobre la responsabilidad por ruina. Al respecto puede verse a Aída KEMELMAJER DE CARLUCCI, en “Responsabilidad de los profesionales de la construcción, especialmente por ruina en obras destinadas a larga duración”, op. cit., pág. 12.


Como ya tuviéramos ocasión de hacerlo con mayor detenimiento en un estudio anterior citado en nota 18, este camino comenzó –en gran medida-  con el Proyecto franco italiano de “Código de las Obligaciones y de los Contratos” del año 1927, que consagró un régimen innovador para las obras sobre inmuebles destinados a larga duración, estableciendo un concepto amplio de ruina  y un plazo de garantía  que se articulaba con un término de denuncia y otro de prescripción. El texto inspiró al art. 1669 del Código italiano de 1942.  


Más recientemente el proceso de modernización se expresó en la reforma del Code Napoleón mediante la ley 78-12 del 4 de enero de 1978, concretada con el propósito de superar las dificultades hermenéuticas generadas por los arts. 1792 y 2270, con posteriores innovaciones en los años 1994 y 1999. 


La reforma en Francia ha inspirado, a su vez, a la ley española sobre “Ordenación de la edificación” Nº 38 del 5 de Noviembre de 1999, que regula el proceso de construcción de edificios, su calidad y seguridad a través de una normativa especial que convierte en supletoria la disciplina del Código Civil; mediante la incorporación legislativa de las categorías jurídicas de defectos de ‘estabilidad’ o ‘habitabilidad’ de la obra, el legislador ibérico expandió el supuesto tradicional de ‘ruina’.  Ver CORDERO LOBATO, E., en Comentarios a la ley de ordenación de la edificación, obra colectiva de coautoría de la jurista nombrada junto a CARRASCO PERERA, A. y GONZÁLEZ CARRASCO, M. C., Aranzadi, Pamplona, 2000 , pág. 311.  


� NICOLAU, Noemí L. en BUERES – HIGHTON, Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, op. cit.,  pág. 653.  


� Así se dijo que “La acción de responsabilidad emergente de esa norma legal, puede ser deducida al igual que en el caso del art. 1647 bis, no sólo por el comitente, sino también por sus sucesores a título universal o sucesor a título singular en la cosa inmueble que sufrió la ruina o deterioro.... A mi modo de ver, la facultad del comprador de un inmueble de demandar al empresario, proyectista, director de la obra por los daños causados por vicios ocultos surge del art. 3267 que establece que ...el sucesor particular puede prevalerse de los contratos hechos con su autor...”; “Consorcio de Copropietarios Avda. Libertador 4496/98 c/ Edificadora Libertador”, CNCiv., Sala F, 29/04/91, citado en nota 26. 


� En sentido contraria puede verse la valiosa opinión de LÓPEZ MEZA, en “Responsabilidad contractual y extracontractual en la construcción de obras”, Revista de Daños N° 2004-2 Responsabilidad de los profesionales de la construcción,  op. cit., pág. 253.


� NICOLAU, Noemí L. en BUERES – HIGHTON, Código Civil y normas complementarias. Análisis doctrinario y jurisprudencial, op. cit.,  pág. 650.


� KEMELMAJER DE CARLUCCI, en “Responsabilidad de los profesionales de la construcción, especialmente por ruina en obras destinadas a larga duración”,  op. cit., pág. 37.


� En este caso, algún sector de nuestra doctrina se ha pronunciado negativamente. Así, Camilo TALE quien afirma que en dichos sistemas de contratación la única responsabilidad que cabría imputar, sería –de existir-, la del profesional de la construcción contratado eventualmente por el dueño para alguna obra intelectual, sea que la misma consista en el proyecto o en la dirección de la obra. Ver “Responsabilidad civil del constructor y de los profesionales de la construcción por ruina de la obra”,en Revista de Daños N° 2004-2 Responsabilidad de los profesionales de la construcción,  op. cit., pág. 434 y ss. 
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